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República de Colombia

Rama Judicial del Poder Público
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Rdo: 2018-00417
Dte:  LEON ARMANDO ALVAREZ ZAPATA
Ddo: CASUR 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD

Medellín, catorce (14) de mayo de dos mil veinte (2020)
Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante:

LEON ARMANDO ALVAREZ ZAPATA
Demandada:
CASUR    

Radicado:

05001 33 33 001 2018 00407 00
Asunto:

SENTENCIA Nº 
	TEMA: subsidio familiar como partida computable para la asignación de retiro / principio de inescindibilidad


Procede el Despacho a proferir la respectiva sentencia de primera instancia dentro del proceso de la referencia, dentro del proceso referenciado:  

I. ANTECEDENTES

1. Se INAPLIQUEN POR INCONSTITUCIONALES E INCONVENCIONALES LAS SIGUIENTES NORMAS:

a. El parágrafo del artículo 15 del Decreto 1091 de 1995.

b. El parágrafo del artículo 49 del Decreto 1091 de 1995.

c. El parágrafo del artículo 23 del Decreto 4433 de 2004.

d. El parágrafo del artículo 3 del Decreto 1858 del 2012.

2. Se declare la nulidad de la Resolución u oficio No. E-00003-201728672-CASUR Id: 290944 del 21 de diciembre del año 2017, mediante la cual se negó la inclusión del subsidio familiar como partida computable para liquidar la asignación de retiro de mi poderdante.

3. A título de restablecimiento del derecho, se condene a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL a reconocer y a pagar a mi poderdante la reliquidación de su asignación de retiro donde se incluya como partida computable para liquidar la prestación social: EL SUBSIDIO FAMILIAR en un 30% del salario básico, porcentaje que corresponde a su esposa la señora MILDRETH DEL CARMEN CANTILLO RODRIGUEZ, a su vez, un 5% del salario básico, porcentaje que corresponde a su primera hija YULIETH MARCELA ALVAREZ CANTILLO, y por ultimo un 4% del salario básico, porcentaje que corresponde a su segunda hija VALENTINA ALVAREZ CANTILLO, junto con sus intereses e indexación desde el 03 de mayo del 2016, fecha en la cual se retiró de la institución policial.

4. Que la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL deberá pagar a mi poderdante los dineros correspondientes a prestaciones, subsidios, aumentos anuales, o cualquier otro derecho causado más la indexación que en derecho corresponda incluyendo el subsidio familiar como factor salarial.

5. Que se dé cumplimiento a la sentencia de conformidad con los artículos 192 y 195 del Código Contencioso Administrativo.

6. Que se me reconozca la personería jurídica correspondiente.

II HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA DEMANDA

Manifiesta que el demandante ingreso al Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional en el año de 1994, en razón a esto al señor ALVAREZ ZAPATA se le aplico el Decreto 1091 de 1995, norma que regulo al dicho personal de la Policía Nacional, en los artículos 15 y 49 se estipulo que el subsidio familiar recibido por el personal del Nivel Ejecutivo no seria factor para liquidar prestaciones sociales.
En razón a lo anterior el poderdante radico petición ante la entidad demandada solicitando que se le reconociera el subsidio familiar como partida computable para la liquidación de la asignación de retiro, aduciendo inconstitucionalidad en las normas que prohíben la computabilidad del subsidio familiar en la asignación de retiro.

La CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL mediante el acto administrativo que hoy se demanda, denegó las solicitudes del actor.

Finalmente expresa que actualmente el señor LEON ARMANDO devenga asignación de retiro reconocida por parte de dicha Caja, en un porcentaje del 83% de lo que corresponde a un Intendente Jefe de la Policía Nacional y dentro de dicha liquidación no se incluyo el subsidio familiar como partida computable de acuerdo a la Resolución No. 5660 del 09 de agosto de 2016.

NORMAS SEÑALADAS COMO VIOLADAS POR LA PARTE ACTORA

Manifiesta el apoderado que la finalidad del subsidio familiar es solventar las cargas económicas del trabajador, es decir, proteger la familia como núcleo esencial del estado; de acuerdo a ello, y bajo una mirada retrospectiva, se puede vislumbrar que, el ordenamiento jurídico colombiano que ha gobernado a la Policía Nacional se ha caracterizado por ser garantista en la protección de las familias de los uniformados a lo largo de la historia, pero lastimosamente esta protección fue diseñada para los oficiales, suboficiales y agentes, dejando a un lado a los miembros del nivel ejecutivo, por ende se refleja que, en un punto específico de la historia normativa de la Policía se consideró que una de las categorías institucionales no era merecedora de tan exclusiva protección, por lo cual se atacó de forma directa a las familias de todos los miembros del mencionado nivel ejecutivo. 

Manifiesta que existe un retroceso en materia de seguridad social para estos uniformados, ya que además de atropellar su derecho a la igualdad, desde la mismísima creación de la categoría, se coarto el derecho a que las familias recibieran la misma extensión proteccionista por parte del Estado.

Como causales de nulidad aduce:

· Nulidad por transgresión del derecho a la igualdad

· Nulidad por violación al derecho nacional e internacional a la protección y no discriminación del menor colombiano

· Nulidad por transgresión del principio de progresividad y prohibición de retroceso

Finalmente menciona jurisprudencia del Consejo de Estado en casos donde a los soldados profesionales se les reconoce la inclusión del subsidio familiar como partida computable.
POSICIÓN DE LA ENTIDAD ACCIONADA:

La entidad accionada, mediante apoderado debidamente acreditado, dentro del término otorgado, da respuesta a la demanda, oponiéndose a todas las pretensiones de la misma. 
Como fundamento a sus pretensiones refiere que la liquidación de la asignación de retiro del demandante se realizó conforme con lo establecido en los Decretos 1091 de 1995 y 4433 de 2004, que son normas de carácter especial mediante las cuales se expide el régimen de las asignaciones y prestaciones para el personal de nivel ejecutivo de la Policía Nacional, normas que según aduce se encontraban vigentes al momento del retiro por parte del demandante, por lo que no se pueden aplicar la partidas computables según el Decreto 1212 y 1213 de 1990, además que no es posible aplicar lo dispuesto en uno y otro régimen en razón al principio de inescindibilidad.
TRÁMITE PROCESAL:

La demanda se presentó el 26 de septiembre de 2018, luego de inadmitir la demanda y de subsanar los defectos simplemente formales mediante auto de fecha 30 de octubre de 2018, el Juzgado procedió a admitir la demanda, donde dispuso su notificación personal a la entidad demanda, así como al Agente del Ministerio Público, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. (Fl 60.).

La demanda se notificó a la entidad accionada en debida forma, quien contestó dentro del término procesal oportuno. Mediante traslado secretarial del 10 de abril de 2019, se puso en conocimiento las excepciones propuestas a la parte actora, quien no se pronunció al respecto. Continuando con el trámite se fijó fecha para la audiencia inicial mediante auto del 26 de septiembre de 2019 para el 2 de diciembre de 2019 a las 2:30 p.m.; diligencia que se llevó a cabo y se realizó en debida forma se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron pruebas y se ordeno dar traslado para alegar de conclusión dentro de los 10 días siguientes a la audiencia
ALEGACIONES DE LAS PARTES

PARTE DEMANDANTE: menciona variada jurisprudencia relacionada con el tema bajo análisis, donde se ha explicado el objetivo y finalidad del subsidio familiar dentro del ordenamiento jurídico Colombiano y adicionalmente trae a colación sentencias relativas a la inclusión del subsidio familiar en la liquidación pensional de los soldados profesionales, argumentando en que existe una vulneración al derecho a la igualdad.
Posteriormente se centra en argumentar las razones por las cuales considera que no existe vulneración a la inescindibilidad normativa y luego argumenta que existe jurisprudencia con diferencias fácticas y normativa que no deben aplicarse al presente caso.

Posteriormente realiza un análisis desde el derecho a la igualdad que lo lleva a concluir que existe un trato desigual entre el personal de oficiales, suboficiales y agentes y el personal del nivel ejecutivo en cuanto al reconocimiento del subsidio familiar. 
PARTE DEMANDADA: se reitera en las apreciaciones de hecho y derecho aducidas en la contestación de la demanda.
II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

1. EL PROBLEMA JURÍDICO: 
Corresponde al Despacho determinar si se ajusta o no a derecho el acto administrativo demandado, Oficio No. E00003-201728672 del 21 diciembre de 2017, para lo cual deberá establecerse si es procedente el reconocimiento y pago a favor del señor LEON ARMANDO ALVAREZ ZAPATA, del subsidio familiar como partida computable dentro de la asignación de retiro.
2. Presupuestos Procesales: 

Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 2º artículo 155 y en el numeral 3 artículo 156 del CPACA.  

- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA el demandante al considerarse afectado con el acto administrativo atacado y por PASIVA, la entidad accionada pues es quien expide la actuación. Además, ambas partes actúan en ejercicio del derecho de postulación a través de sus apoderados judiciales debidamente constituidos. 

-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: La figura procesal no opera para el caso concreto por ser un asunto de prestaciones periódicas.

- Agotamiento de los recursos.  Se encuentran debidamente agotados, conforme lo establecen los artículos 74 y S.s. y 161 del CPACA., pues en el caso concreto el acto administrativo atacado concede recurso reposición y conforme al artículo 76 el mismo no es obligatorio agotar para acceder a la jurisdicción.

3. MARCO JURIDICO.
Para dilucidar la cuestión litigiosa, es preciso que el Despacho haga el siguiente recuento normativo:
NIVEL EJECUTIVO DE LA POLICÍA NACIONAL

La Constitución Policita de 1991 en su artículo 216, establece que la Fuerza Pública está integrada por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. Dicha Fuerza está adscrita al Ministerio de Defensa y el Presidente de la Republica es el Comandante Jefe de las Fuerzas Militares y el Jefe Superior de la Policía Nacional.

A su vez el artículo 218 de la Carta Magna dispuso que el Legislador organizara el cuerpo de policía y estableció que su régimen de carrera, prestacional y disciplinario, en cumplimiento de este precepto constitucional se expidió la Ley 4ª de 1992, la cual en sus artículos 2° literal a. y 10° prescribió que el Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterio y objetivos señalados en esta Ley, fijara el régimen salarial y prestacional del personal de la Fuerza Pública.   

Luego, a través de la Ley 62 de 1993, se introdujeron normas sobre la Policía Nacional dentro de las cuales se otorgaron facultades extraordinarias al Presidente de la Republica en el Articulo 35 numeral 1., por su parte el artículo 6°establecio "La Policía Nacional está integrada por oficiales, suboficiales, agentes, alumnos y por quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los servidores públicos no uniformados pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la ley."   

Con fundamente en estas normas el Presidente Expidió el Decreto 41 de 1994, “por el cual se modifican las normas de carrera del personal de oficiales y suboficiales y se dictan otras disposiciones”, sin embargo las expresiones “nivel ejecutivo”, “personal del nivel ejecutivo” y “miembro del nivel ejecutivo” contenidas en este Decreto fueron declaradas inexequibles mediante Sentencia C 417 de 1994, toda vez que la Ley 62 de 1993 no hizo alusión a dicho nivel, por lo que el Ejecutivo se extralimito en las facultades otorgadas.

Posteriormente se profirió la Ley 180 de 1995, la cual en su artículo 1° modifica el artículo 6° de la Ley 62 de 1993, de la siguiente manera: “"La Policía Nacional está integrada por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la ley."
Aunado a lo anterior el artículo 7° de esta Ley, nuevamente facultades extraordinarias al Presidente de la Republica, para que regulara lo relativo a la asignación salarial, primas y prestaciones sociales del Nivel Ejecutivo, por lo que el Presidente profirió los Decretos 132 y 1091 de 1995, por los cuales se regulo la carrera profesional y los factores prestacionales y salariales del nivel ejecutivo de la Policía Nacional.

SENTENCIA CONSEJO DE ESTADO DEL 25 DE FEBRERO DE 2019, CONSEJERA PONENTE SANDRA LISSET IBARRA, RADICADOS ACUMULADOS: 110010325000201400186-00 (0444-2014) Y 110010325000201401554-00 (5008-2014): 

Mediante la providencia descrita el consejo de estado analizo la nulidad parcial de los artículos 8, 16 y 51 del Decreto Reglamentario 1029 de 1994;  7, 15 y 49 del Decreto Reglamentario 1091 de 1995;  23 del Decreto Reglamentario 4433 de 2004,  y, 3 del Decreto Reglamentario 1858 de 2012,  específicamente en los apartes que señalan, que para liquidar las diferentes prestaciones sociales a que tienen derecho los miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, la «prima del nivel ejecutivo» y el «subsidio familiar» no tienen carácter salarial, es decir, que no constituyen partidas computables para tales efectos.
En dicha Sentencia se analizaron los siguientes problemas jurídicos:

“(i)
Determinar si fueron expedidos sin competencia, los apartes normativos demandados por los cuales el Gobierno Nacional determinó que que para efectos de liquidar las diferentes prestaciones a que tiene derecho los uniformados del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, los emolumentos o factores prestacionales denominados «prima del nivel ejecutivo» y «subsidio familiar», no se computarán como factor salarial, contenidos en los Decretos 1029 de 1994,  1091 de 1995,  4433 de 2004  y 1858 de 2012. 

(ii)
Analizar si los decretos parcialmente demandados, al establecer que la «prima del Nivel Ejecutivo» y el «subsidio familiar» no configuran factor salarial, desconocen los artículos 2 de la Ley 65 de 1946,  42 del Decreto Ley 1042 de 1978,  10 del Decreto Ley 1160 de 1989,  14 de la Ley 50 de 1990  y, 11, 21 y 127 de la Ley 100 de 1993  y, por el Convenio 95 de 1949 de la OIT,  aprobado por la Ley 54 de 1962. , en tanto son recibidos de manera habitual y periódica por los uniformados del Nivel Ejecutivo. 

(iii)
Establecer si los apartes normativos cuestionados generan un trato desigual y discriminatorio hacia los miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional frente a los oficiales y suboficiales de la Fuerza Pública en general, esto es, Policía Nacional, Ejército Nacional y Armada Nacional, a quienes sí se les reconoce el «subsidio familiar» como factor salarial para efectos de computárseles en otras prestaciones como cesantías, asignación de retiro, indemnización por lesiones e indemnización por invalidez.

(iv)
Señalar si con la expedición de las disposiciones normativas acusadas se desconocieron los principios laborales de «favorabilidad», «prevalencia de la condición más beneficiosa» y «progresividad», de los miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, ya que las normas que se encontraban vigentes antes de su expedición, esto es, los Decretos 1211,  1212  y 1213  de 1990, sí le atribuían al «subsidio familiar» la connotación de factor salarial para liquidar las diferentes prestaciones sociales a que tienen derecho los uniformados de la Fuerza Pública.”

Frente al primer problema jurídico relacionado con la competencia que tenia el Gobierno Nacional para expedir las normas acusadas de nulidad el Consejo de Estado concluye que el Gobierno Nacional se encontraba facultado por el Legislador en virtud de lo consagrado en el articulo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política, a través de Leyes Marco como la 4° de 1992 y 923 de 2004, para reglamentar el régimen salarial y prestacional del nivel ejecutivo, adicionalmente afirma que las disposiciones demandadas respetan los limites fijados pos las Leyes Marco enunciadas, por lo que niega la nulidad por este cargo

En lo relativo al segundo problema jurídico, esto es si las normas acusadas desconocieron el concepto legal de salario, toda vez que según afirmaron los demandantes el subsidio familiar y la prima de nivel ejecutivo al ser prestaciones que se reciben periódicamente deben computarse como factor salarial.

Para resolver este problema jurídico la alta Corporación realizo un análisis sobre el concepto de salario; los criterios que debía seguir el Gobierno Nacional para establecer el régimen salarial prestacional de los miembros de la fuerza pública; el origen, propósito y naturaleza jurídica del subsidio familiar y el origen, propósito y naturaleza jurídica de la prima del nivel ejecutivo; lo anterior para concluir que dichos emolumentos no constituyen salario, toda vez que de acuerdo a lo normado en los artículos 8, 16 y 51 del Decreto 1029 de 1994,
 7, 15 y 49 del Decreto 1091 de 1995,
 23 del Decreto 4433 de 2004
 y 3.° del Decreto 1858 de 2012,
 en los que el Gobierno Nacional señaló, que la «prima del nivel ejecutivo» y el «subsidio familiar» no tienen carácter salarial, cuya nulidad piden los demandantes, no desconocen las normas que consagran el concepto de salario. Adicionalmente se tiene que desde la creación del Nivel Ejecutivo dichos emolumentos carecen de carácter salarial, puesto a que ambos son prestaciones sociales, cuya finalidad no es retribuir directamente la prestación del servicio personal, sino ayudar al servidor público en solventar económicamente las necesidades del núcleo familiar. Adicionalmente manifiesta que los decretos parcialmente acusados de nulidad se ajustan criterios señalados por el Legislador en el articulo 2° de la Ley 4° de 1992 para determinar los factores salariales anteriormente enunciados, por el contrario otorgarle el carácter salarial a un determinado emolumento en los estrados judicial, cuando el Gobierno Nacional en la normativa respectiva había considerado lo contrario, podría generar una alteración en la política macroeconómica y fiscal. Por lo que resulta razonable que el subsidio familiar y la prima del nivel ejecutivo no constituyan salario ni factor salarial de acuerdo a las reglas establecidas en los los artículos 2 de la Ley 65 de 1946,
 42 del Decreto Ley 1042 de 1978,
 10 del Decreto Ley 1160 de 1989,
 14 de la Ley 50 de 1990
 y el Convenio 95 de la OIT aprobado por la Ley 54 de 1962 y la Ley 4ª de 1994.

Sobre el tercer problema jurídico que se desarrolla en torno al derecho a la igualdad, donde se afirma que existe una discriminación injustificada entre el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional y los oficiales y suboficiales de la fuerza pública, en razón a que a los últimos se les reconoce el subsidio familiar como factor salarial para efectos de liquidar las prestaciones sociales, como por ejemplo en la liquidación de la asignación de retiro.

El Consejo de Estado para determinar si existe o no vulneración al derecho a la igualdad manifiesta que el precepto 13 constitucional prescribe: 

“Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”.

Posteriormente manifiesta que la Corte Constitucional frente al articulo en cita ha dispuesto que se debe dar un trato igual entre iguales y un trato desigual entre desiguales, de igual forma ha destacado que “no refleja la complejidad que supone su eficacia en un orden jurídico orientado bajo los principios del Estado Social de Derecho, ni deja en claro qué elementos son relevantes, al momento de verificar las situaciones, personas o grupos en comparación”.
 
El tribunal Constitucional ha desarrollado el derecho a la igualdad en tres dimensiones las cuales son:

(i) La formal o ante la ley, que se relaciona con el carácter general y abstracto de las disposiciones normativas dictadas por el Congreso de la República y su aplicación uniforme a todas las personas; 
(ii) la prohibición de discriminación, que excluye la legitimidad constitucional de cualquier acto que involucre una distinción irrazonable basada en motivos definidos como prohibidos por la Constitución Política, el derecho internacional de los derechos humanos, o bien; 
(iii) material o de trato, según la cual el Estado debe adoptar medidas positivas para superar las desigualdades de grupos que históricamente han sido discriminados, y de aquellas personas que se encuentran en una situación de debilidad manifiesta.

Frente a la igualdad en materia salarial la sentencia que se desarrolla expone que el Convenio de la OIT 111 de 1958 adoptado por Colombia “relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación” señala que no podrán realizarse distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación; además explica que cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u ocupación que podrá ser especificada por el Miembro interesado previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, y con otros organismos apropiados. Empero establece que no existe discriminación cuando la distinción, exclusión o preferencia se basa en las calificaciones exigida para una labor determinada.  

Seguidamente explica el test de igualdad desarrollado en nuestro ordenamiento jurídico por la Corte Constitucional así: 

“74. Así las cosas, la Corte Constitucional se ha valido del juicio o test de igualdad, para determinar si se justifica un trato diferenciado en algunos casos. Al respecto, ha considerado:

«Con el fin de establecer si en un caso determinado se justifica el establecimiento de diferencias entre el trato que las autoridades dan a unos y otros individuos, la Corte Constitucional ha indicado la aplicación de un test de igualdad, en virtud de que el concepto de igualdad es de carácter relativo (como en su momento lo anotó Norberto Bobbio), por lo menos en tres aspectos: los sujetos entre los cuales se quieren repartir bienes o gravámenes; esos bienes o gravámenes a repartir; y finalmente, el criterio para asignarlos.

 

"En otras palabras, hablar de igualdad o desigualdad, siguiendo alguna variante de la fórmula clásica (como la contenida en el artículo 13 de la Constitución Política), tiene sentido sólo en la medida en que se respondan las siguientes tres preguntas: ¿igualdad entre quiénes?, ¿igualdad en qué?, ¿igualdad con base en qué criterio?. Los sujetos pueden ser todos, muchos o pocos; los bienes a repartir pueden ser derechos, ventajas económicas, cargos, poder, etc.; los criterios pueden ser la necesidad, el mérito, la capacidad, la clase, el esfuerzo, etc."

(…)

Esa prueba, que sirve para determinar la posible vulneración del derecho a la igualdad, puede ser descompuesta en dos principios parciales: a) si no hay razón suficiente para la permisión de un trato desigual, entonces está ordenado un tratamiento igual; b) si la hay, entonces es válido un trato desigual.»

75. Ahora bien, se tiene que para el Tribunal Constitucional, el juicio de igualdad o proporcionalidad comporta 3 etapas: «(i) establecer el criterio de comparación: patrón de igualdad o tertium comparationis, valga decir, precisar si los supuestos de hecho son susceptibles de compararse y si se compara sujetos de la misma naturaleza; (ii) definir si en el plano fáctico y en el plano jurídico existe un trato desigual entre iguales o igual entre desiguales; y (iii) averiguar si la diferencia de trato está constitucionalmente justificada».

Finalmente el Consejo de Estado procede a realizar el test de igualdad al caso bajo análisis, iniciando por el primer paso que es establecer si los supuestos de hecho que se aducen desiguales son susceptibles de ser comparados.

Así pues se realiza el siguiente cuestionamiento: realmente los miembros del Nivel ejecutivo de la Policía Nacional están ante una situación igual a la de los Oficiales y Suboficiales de la Fuerza Pública.
Para dilucidar tal situación procede a destacar que la Fuerza Pública maneja una jerarquía interna para efectos de mando, régimen disciplinario, Justicia Penal Militar, así como derechos y obligaciones, comprendido en diferentes grados, tanto en el Ejercito, en la Armada, en la Fuerza Aérea y en la Policía Nacional, generalmente estos grados se dividen entre Oficiales y Suboficiales y adicionalmente en la Policía Nacional existe el Nivel Ejecutivo.

Adicionalmente se tiene que para el ascenso en cada grado se debe cumplir con un tiempo de servicio obligatorio; posteriormente pasa a analizar los requisitos de ingreso y ascenso para oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares, luego los requisitos de los oficiales y suboficiales de la Policía Nacional concluyendo que para ingresar y ascender se deben cumplir unos requisitos tales como i) cumplir con el tiempo mínimo de servicio exigido para cada grado; (ii) la aptitud psicofísica; (iii) ser llamado a curso; (iv) adelantar y aprobar los cursos de capacitación fijados por el Consejo Superior de Educación Policial y finalmente (v) obtener la clasificación exigida para ascenso.
Existiendo distinciones tanto para oficiales, como para suboficiales y personal del Nivel Ejecutivo, igualmente desarrolla la distinción entre oficiales y suboficiales en cuanto a las funciones, arguyendo que los oficiales tienen funciones de control y mando y los suboficiales tienen la función de servir de apoyo a los oficiales.
Por lo que concluye que existe una relación directamente proporcional entre la preparación de los miembros de la Fuerza Pública y el grado que tienen en el respectivo nivel jerárquico.

Al respecto se cita: 

“90. Tal como lo ha considerado la jurisprudencia constitucional a la que se hizo referencia in extenso de manera precedente, se establece que entre los diferentes cargos de una escala jerárquica hay razones de índole académico, profesional y de experiencia que, precisamente, justifican la estructura piramidal. 

91. En últimas, para regular las temáticas del ingreso, el ascenso y las funciones del personal de la Fuerza Pública, existe una pluralidad de regímenes jurídicos que no pueden ser equiparados y cuyo diseño, además, correspondió a la libre configuración normativa concurrente entre el Congreso de la República que fija las pautas generales, a través de leyes marco y el Gobierno Nacional mediante decretos reglamentarios las desarrolla. En este orden de ideas, se tiene que la Ley 4ª de 1992
 señala en el artículo 2.° los objetivos y criterios que debe acatar el Ejecutivo, entre los que resaltan:

«i) La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad, esto es, las limitaciones presupuestales para cada organismo o entidad;

 

j) El nivel de los cargos, esto es, la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.»

 

92. El estudio de estos literales muestra que la remuneración de los miembros de la Fuerza Pública debe obedecer a (i) la jerarquía de los cargos; (ii) el nivel de preparación académico y profesional; (iii) las funciones y responsabilidades; y (iv) las calidades de estos, por lo que es lógico que todos no pueden tener la misma remuneración y prestaciones. En consonancia, el artículo 3.° ibídem prevé que el sistema salarial de los servidores públicos estará integrado por «la estructura de los empleos, de conformidad con las funciones que se deban desarrollar y la escala y tipo de remuneración para cada cargo o categoría de cargo».

93. Lo anterior, permite establecer que quienes pertenecían al nivel de agentes y suboficiales de la Policía Nacional tenían la posibilidad de acceder voluntariamente a la carrera del nivel ejecutivo; y, que, a su turno, quienes así lo hicieran debían someterse al régimen salarial y prestacional establecido por el Gobierno Nacional para dicho nivel. 
(…)

96. En el mismo sentido, la Sección Segunda de esta Corporación mediante la Sentencia de Unificación SUJ-015-CE-S2-2019 de 25 de abril de 2019
, al estudiar un caso de similar naturaleza, en el que se buscaba ubicar en un plano de igualdad fáctica a los soldados profesionales, a los oficiales y suboficiales del Ejército frente a la inclusión del subsidio familiar como partida computable para la asignación de retiro, bajo el argumento de que ambos son miembros de las Fuerzas Militares. La Sala de decisión indició que a los soldados profesionales que causaran su derecho a la prestación periódica a partir de julio de 2014, se les incluiría el subsidio familiar como partida computable en dicha prestación, mientras que quienes adquirieron el derecho previamente, no les asiste derecho a su cómputo, toda vez que no estaba definido en la ley o decreto como tal
.

97. Por ende, la diferencia de trato se encontraba justificada, debido a que la norma superior no elimina la posibilidad de que «el legislador contemple regímenes o tratos diferenciados entre grupos respecto de un mismo tema, asunto, derecho o prerrogativa, siempre y cuando esa diferencia se ajuste a los preceptos constitucionales», como en este caso lo era el hecho de que la asignación de retiro no abarcó desde su nacimiento a la vida jurídica absolutamente todas las partidas que finalmente llegaron a conformarla, sin que ello desconociera  por sí mismo el derecho a la igualdad, teniendo en cuenta que es constitucionalmente admisible que el derecho se amplíe de manera escalonada, lo que de suyo implica que los sujetos que lograran consolidar el derecho más adelante podrán gozar lógicamente de mejores condiciones.

98. Es así como para el caso objeto de estudio, el Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional fue creado por la Ley 180 de 1995
 como un nuevo nivel en la institución, diferente al de los Oficiales y Suboficiales de la Fuerza Pública, con un sistema de ingreso y ascenso, así como unas funciones, responsabilidades y régimen salarial y prestacional propios; a diferencia del Personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que, a la fecha de creación de este nuevo nivel, se regían por el Decreto 1212 de 1990,
 posteriormente derogado por el Decreto 41 de 1994.
 
99. En tal sentido, es incongruente con un verdadero estatuto de carrera que el personal del Nivel Ejecutivo, que está en una categoría inferior a la de los suboficiales, tenga un régimen salarial más benéfico que quienes se encuentran en el grado inmediatamente superior. Lo lógico es que el personal que ocupe los cargos más elevados, inclusive el más alto de la institución, reúna los requisitos académicos y de experiencia exigidos por el ordenamiento jurídico.   

100. De lo expuesto, se concluye que en esta oportunidad no se cumple con el primer presupuesto del test de igualdad, esto es, que los supuestos de hecho sean susceptibles de compararse. Por lo tanto, ante regímenes tan disímiles no es procedente continuar con el estudio de las demás etapas del mencionado test, ya que para la prosperidad de un juicio de igualdad se precisa la existencia de supuestos o situaciones que objetiva, material y funcionalmente sean equiparables, a fin de establecer «qué es lo igual que merece un trato igual y qué es lo divergente que exige, por consiguiente, un trato diferenciado »
 y, en tal medida, este tercer cargo no prospera.”
Frente al último problema jurídico, este es, el desconocimiento por parte de las normas acusadas de los principios laborales de favorabilidad, prevalencia de la condición mas beneficiosa y progresividad, para determinar si esta situación se configura el Consejo de Estado realiza un análisis sobre las normas que crearon el Nivel Ejecutivo, y de las normas que permitieron la homologación de los Suboficiales y Agentes de dicha institución a dicho nivel.

Posteriormente realiza una comparación entre las prebendas otorgadas a los Suboficiales, Agentes y miembros del Nivel Ejecutivo, concluyendo que existen diferencias entre estos regímenes y que a pesar de existir dichas diferencias, no existe una regresión en materia de derechos, explicándose así: 

110. De acuerdo con lo expuesto, se concluye que no se presentó una «regresión» en materia laboral respecto de los miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, toda vez que desde su creación, cuenta con un régimen salarial y prestacional propio. En tal medida no se da un desconocimiento de los principios de favorabilidad, condición más beneficiosa y progresividad, pues atendiendo al principio de inescindibilidad, no podía el Gobierno Nacional tomar los aspectos favorables de cada régimen para su creación. Ello cobra especial importancia respecto del personal homologado, quienes pese a que recibían unos emolumentos que al cambiarse de grado desaparecieron o cambiaron su carácter salarial, mejoraron sus condiciones salariales en atención a otras ventajas que se le otorgaron al nivel ejecutivo, y por las cuales decidieron unirse a este.

4. DEL CASO CONCRETO: 

Se procede a determinar si al señor LEON ARMANDO ZAPATA le asiste derecho a que su asignación de retiro sea reliquidada teniendo como factor salarial el subsidio familiar en los porcentajes establecidos para los oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional.
Es preciso recordar que el demandante perteneció a la Policía Nacional como miembro del Nivel Ejecutivo y que al momento de liquidar su asignacion de retiro se tuvo en cuenta los Decretos 1091 de 1995, 4433 de 2004 y 1858 de 2012, normas que regulan dicha prestación para las personas que pertenecen a dicho Nivel, las cuales se encontraban vigentes al momento de generarse tal derecho. 
Por lo que los factores salariales que se tuvieron en cuenta para liquidar su pensión fueron el sueldo básico, la prima de retorno a la experiencia, subsidio de alimentación, duodécima parte de la prima de servicio, duodécima parte de la prima de vacaciones, duodécima parte de la prima de navidad (artículos 49 del Decreto 1091 de 1995 y 23.3 del Decreto 4433 de 2004) en los parágrafos de dichos artículos se prohíbe computar otras partidas distintas a las que estos establecen.

Sobre el particular el Consejo de Estado dispuso:

“- Los miembros del Nivel Ejecutivo no tienen derecho a que se reliquide su asignación de retiro con la inclusión de las primas señaladas en el Decreto 1213 de 1990 para los suboficiales de la Policía Nacional.

Por tanto, para el reconocimiento de la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional se deben incluir las partidas computables señaladas en el artículo 23, ordinal 23.2 del Decreto 4433 de 2004, sin que sea posible incluir dentro de la misma las partidas, subsidios, prestaciones y demás bonificaciones que fueron disminuidas o dejadas de percibir, con ocasión de la homologación que se encuentran señaladas en el Decreto 1213 de 1990. 

Ahora bien, mientras que en el caso de las Fuerzas Militares, el juez de tutela, en virtud del derecho a la igualdad material, ordenó mejorar la situación laboral de los Soldados Profesionales, equiparándola a la de los Oficiales y Suboficiales en cuanto a la manera en que se liquida la asignación de retiro, en el caso bajo análisis, el accionante, siendo parte del régimen del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional –el cual no le es desfavorable- pretende que su asignación de retiro sea elevada sin un fundamento jurídico razonable, en lo que respecta a los criterios de comparación expuestos tanto en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, como en la Jurisdicción Constitucional.”

Adicionalmente frente al subsidio familiar como se expuso en el marco jurídico el mismo no comporta el carácter de salarial, puesto que es una prestación social, que no debe tenerse en cuenta para liquidar una prestación pensional salvo que exista disposición normativa en contrario.

Respecto al derecho a la igualdad y su posible vulneración como quedo explicado anteriormente, en el precedente del Órgano de Cierre de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, se estudió la nulidad parcial de los artículos 8, 16 y 51 del Decreto Reglamentario 1029 de 1994;  7, 15 y 49 del Decreto Reglamentario 1091 de 1995;  23 del Decreto Reglamentario 4433 de 2004,  y, 3 del Decreto Reglamentario 1858 de 2012,  específicamente en los apartes que señalan, que para liquidar las diferentes prestaciones sociales a que tienen derecho los miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, la «prima del nivel ejecutivo» y el «subsidio familiar» no tienen carácter salarial, es decir, que no constituyen partidas computables para tales efectos, se determinó que la exclusión del subsidio familiar como partida computable de la asignación de retiro del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, no contraria este precepto constitucional, puesto que al aplicar el test de igualdad respecto del régimen prestacional y salarial de los oficiales y suboficiales de la fuerza publica con el de los miembros del Nivel Ejecutivo, existe una gran diferencia entre ambos, tanto en funciones y calidades, como en tiempos de servicio para ascenso, estudios requeridos, responsabilidades, entre otras; lo que hace que el primer paso de este test no se satisfaga,  esto es que los supuesto de hecho no son susceptibles de comparación.  
Las Subsecciones A y B de la Sección Segunda del Consejo de Estado ya han tenido la oportunidad de pronunciarse sobre controversias similares y han concluido, en reiteradas providencias
, que el régimen salarial y prestacional de los miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, analizado en su integridad, resulta más favorable que el que cobijaba a los suboficiales y agentes de la institución, en particular, porque la asignación salarial les resultó favorable, por ende, no se puede entender que hubo vulneración discriminación. Así se discurrió en una de tantas sentencias: 
Contrario a lo afirmado por el interesado, lo que se observa es que el Ejecutivo no lesionó el mandato de no regresividad, pues de la comparación global entre el antiguo y nuevo régimen es evidente que el Decreto No. 1091 de 1995 le reporta nuevos beneficios que compensan los que le fueron suprimidos, tales como la prima de retorno a la experiencia (f. 26 cuaderno anexo) y la prima del nivel ejecutivo; y, tampoco se allegó prueba dentro del expediente por parte del actor tendiente a probar la desmejora de su situación salarial y prestacional, por el contrario, se advierte un aumento significativo en el salario básico.

Tampoco se evidencia una discriminación del actor, toda vez que la aplicación del Decreto 1091 de 1995 deviene de su situación legal y reglamentaria de servicio público con vinculación en el Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 
Por último, como se dejó expuesto en el marco normativo y jurisprudencial, la Sala
 ya se había pronunciado sobre el presunto desmejoramiento de la situación salarial y prestacional del personal activo que ingresó al Nivel Ejecutivo. En aquella oportunidad, sostuvo la Sala:

“El citado desmejoramiento, no obstante, no puede mirarse aisladamente o, dicho de otra forma, factor por factor, pues ello permitiría la posibilidad de crear, sin competencia para el efecto, un tercer régimen, compuesto por aquellos elementos más favorables de cada uno de los regímenes en estudio [en este caso, el de Agentes - Decreto 1213 de 1990, por un lado; y, el del Nivel Ejecutivo - Decreto 1091 de 1995, por el otro]. Por el contrario, y en virtud del principio de inescindibilidad [ampliamente delineado por la jurisprudencia laboral contenciosa], la favorabilidad del Nivel ejecutivo al que se acogió libremente el interesado debe observarse en su integridad, pues es posible que en la nueva normativa aplicable [la contenida en el Decreto 1091 de 1995] existan ventajas no estipuladas mientras ostentó la condición de Agente y que, a su turno, se hayan eliminado otras, pese a lo cual, en su conjunto, su condición de integrante de Nivel Ejecutivo le haya permitido, incluso, mejorar sus condiciones salariales y prestacionales”.
 
Por último, aplicar normas de un régimen salarial y prestacional diferente al que le aplica al demandante solamente en lo que le resulta más favorable, crearía un tercer régimen, y vulneraria el principio laboral de inescenbilidad de la norma.
En consecuencia, el acto administrativo demandado no está inmerso en ninguna de las causales de nulidad alegadas por el demandante, pues los salarios y prestaciones a que tiene derecho son los establecidos en el régimen del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional que se la ha aplicado desde su ingreso al mismo, razón por la que habrán de negarse las pretensiones de la demanda.


COSTAS: El artículo 188 de la ley 1437 de 2011 reguló el tema de costas en el procedimiento administrativo, para lo cual dispuso: 

“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”
Ahora bien, de un análisis simple de la norma anteriormente transcrita se podría concluir que la condena en costas en materia contenciosa administrativa debe imponerse de forma objetiva, en asuntos donde se estudie asuntos de interés particular, sin embargo, cuando la disposición normativa utiliza el término “dispondrá” lo que está queriendo decir es que el juzgador está obligado a pronunciarse sobre si es o no procedente condenar en costas a la parte vencida en el proceso, en este sentido el máximo órgano constitucional se ha pronunciado de la siguiente manera: 

“Si bien una lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte que ha visto frustradas sus pretensiones procesales.”

Así entonces, en el caso sub examine se evidencia que no se trata de un asunto de interés público, por el contrario, las pretensiones buscan que se le reconozca a el demandante un derecho netamente de carácter particular, en este orden de ideas deberá entonces disponerse sobre las costas en esta primera instancia, conforme a la normativa vigente sobre la materia, esto es, el artículo 365 de Código General de Proceso dispone en su numeral primero lo siguiente: “Se condenara en costas a la parte vencida en el proceso, (…)” a su vez el numeral octavo prescribe: “Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”

Analizando el expediente no obra prueba ni siquiera sumaria, donde se evidencia que se causaron costas a favor de la parte demandada, además aunado a todo el cuerpo principialistico que rige el derecho laboral administrativo, y que se refiere al principio Pro-Operario, que no tiene otro significado, sino que debe interpretarse la norma en el sentido que mas favorezca al trabajador, en este caso la parte accionante en su legítimo derecho de acudir a las instancias jurisdiccionales para solicitar lo que creía que debía reconocérsele sin actuar de mala fe en ninguna etapa procesal, no habría lugar entonces de condenar en costas a el demandante, puesto que no existe causa ni objetiva, ni subjetiva para reconocerlas y atendiendo el precedente transcrito este Despacho se aparta de su propio precedente en condenas sobre asuntos laborales Administrativos, para predicar que el carácter de las costas no siempre es objetivo.

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A:

PRIMERO: Se niegan las pretensiones de la demanda por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: NO CONDENAR EN COSTAS a la parte demandante.
TERCERO: NOTIFÍQUESE por Secretaría la presente sentencia de conformidad con lo dispuesto en el artículo 203 del  Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos se amplían sus excepciones y se adaptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidas hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura los disponga.
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

ORIGINAL FIRMADA
OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

JUEZ

�  «por el cual se emite el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional»


� «por el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional»


� «Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública»


� «Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional»


� Por la cual se modifican las disposiciones sobre cesantía y jubilación y se dictan otras.


� « Por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de los ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y unidades administrativas especiales del orden nacional, se fijan las escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan otras disposiciones ».


� « por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 71 de 1988.»


� «Por la cual se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones.»


� «Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política.»


� Ib.


�  Sentencias T-629 de 2010, Magistrado Ponente: Dr. Juan Carlos Henao Pérez; , C-394 de 2017


� Sentencia T-789 de 2000 





� «Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política.»


� Radicación: 85001-33-33-002-2013-00237-01 (1701-2016); Demandante:	Julio César Benavides Borja; Demandado: Caja De Retiro De Las Fuerzas Militares. C.P. William Hernández Gómez. 


� Específicamente en los Decretos 1161 de 2014 « Por el cual se crea el subsidio familiar para soldados profesionales e infantes de marina profesionales y se dictan otras disposiciones.» y 1162 de 2014 « Por el cual se dictan disposiciones en materia de asignación de retiro y pensiones de invalidez para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares.»


� «Por la cual se modifican y expiden algunas disposiciones sobre la Policía Nacional y del Estatuto para la Seguridad Social y Bienestar de la Policía Nacional y se otorgan facultades extraordinarias al Presidente de la República para desarrollar la Carrera Policial denominada "Nivel Ejecutivo", modificar normas sobre estructura orgánica, funciones específicas, disciplina y ética y evaluación y clasificación y normas de la Carrera Profesional de Oficinas, Suboficiales y Agentes.»


� «Por el cual se reforma el Estatuto del Personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional.»


� «Por el cual se modifican las normas de carrera del personal de oficiales y suboficiales de la Policía Nacional y se dictan otras disposiciones.»


� «Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional.»


� Sentencia del 30 de julio de 2018, Radicado 11001-03-15-000-2018-01969-00(AC), sección Segunda, Subseccion B, M.P. CESAR PALOMINO CORTEZ.


� Ver, entre otras, las siguientes: Subsección B, sentencia de 29 de febrero de 2016, M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez, radicación 25000-23-25-000-2011-00696-01(0590-2015); Subsección A, sentencia de 3 de marzo de 2016, M.P. Luis Rafael Vergara Quintero; radicación: 25000-23-42-000-2013-00067-01(3546-13); Subsección A, sentencia de 19 de mayo de 2016, M.P. Gabriel Valbuena Hernández, radicación 25000-23-25-000-2012-00108-01(3396-14); Subsección A, sentencia de 17 de noviembre de 2016, M.P. William Hernández Gómez, radicación: 25000-23-42-000-2013-05603-01(2296-14).  


� Esta cita hace parte del texto trascrito: Sentencia de 31 de enero de 2013.  NI. 0768-12.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia de 9 de febrero de 2015, M.P. Gerardo Arenas Monsalve, Radicación número: 17001-23-33-000-2012-00152-01(2987-13).


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION PRIMERA, Consejero ponente: GUILLERMO VARGAS AYALA, dieciséis (16) de abril de dos mil quince (2015), Radicación número: 25000-23-24-000-2012-00446-01, Actor: C.I. CITITEX DE COLOMBIA S.A. HOY CITITEX UAP S.A, Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN
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